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Prólogo 



Este libro se llama Estado de Derecho y Ley Penal porque en muchos de los artículos que en él se recogen se acude a la Constitución Española de 1978 y, en especial, al Título I y al Capítulo Primero de dicho Título, para establecer los límites que no pueden sobrepasar ni el Derecho penal material ni el procesal. En un sector de la doctrina española se aprecia una sobrevaloración del «constitucionalismo» en el sentido de que, para comprender el contenido de los tipos penales, prácticamente bastarían y sobrarían argumentos extraídos de una exégesis -más o menos fundamentada y más o menos arbitraria- de la Constitución, relegando con ello a la dogmática juridicopenal -esto es: a la tradicional ciencia de la interpretación del Derecho penal- a una metodología jurídica en vías de desaparición.

Rechazo esa tendencia: los métodos de interpretación juridicopenales siguen manteniendo toda su vigencia y constituyendo el núcleo duro de la ciencia y de la jurisprudencia penales para determinar cómo debe aplicarse el Código Penal; pero esa aplicación sólo puede ser definitivamente correcta si, además, sus resultados están conformes con los postulados constitucionales. En la mayoría de los trabajos que integran este libro el lector podrá apreciar cómo entiendo yo esa dogmática juridicopenal limitada por la Constitución y la interrelación entre aquélla y ésta.

Los artículos que figuran en la presente obra han sido escritos para abordar cuestiones que, en cada momento, eran objeto de atención por la opinión pública y por los medios de comunicación. Todos ellos han aparecido en el diario El Mundo. Su director, Pedro J. Ramírez, ha respetado, tal como fueron entregados al periódico, hasta la última coma de esos artículos, aunque discreparan de (o estuvieran en abierta contradicción con) la línea editorial de su diario. Por ello, porque la tolerancia del director de un periódico con las opiniones discrepantes que se publican en él es una rara virtud, quiero manifestarle en este lugar mi agradecimiento.
Madrid, enero de 2009Enrique Gimbernat Ordeig
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Necrológicas 



JUAN BUSTOS RAMÍREZ  (1) 

El pasado 7 de agosto fallecía en Santiago de Chile a consecuencia de un cáncer hepático, a los 72 años, Juan Bustos Ramírez, penalista y político chileno, que desde hacía unos meses ocupaba la presidencia de la Cámara de Diputados de su país. El Gobierno de Chile decretó tres días de luto nacional y los funerales de Estado en su memoria, presididos por la Jefa del Estado, Michelle Bachelet («Chile está de duelo. Juan Bustos fue un gran demócrata defensor de los derechos humanos, un gran político y un gran amigo»), se oficiaron el 12 de agosto en la catedral de Santiago.

En 1955, Bustos ingresó en el Partido Socialista chileno, al que ha permanecido fiel hasta su muerte. El presidente Salvador Allende, al llegar al poder en noviembre de 1970, se rodea, entre otros asesores, de tres eminentes catedráticos de Derecho penal chilenos: Álvaro Bunster, Eduardo Novoa Monreal y Juan Bustos. El primero fue nombrado Embajador de Chile ante el Reino Unido, y desde allí, a la caída de Allende, parte al exilio en México, donde explicó Derecho penal en la Universidad Nacional Autónoma de México hasta su fallecimiento, en 2004; el segundo preparó la Ley de Nacionalización del Cobre, defendiendo con éxito, como abogado del Estado chileno, la legitimidad de esa medida ante Tribunales de París y de Hamburgo que habían dictado órdenes de embargo a instancias de la compañía cuprífera norteamericana Braden Copper, falleciendo Novoa en Chile en 2006, a los 90 años, después de un largo exilio que le llevó a Francia, Venezuela y Argentina; finalmente, Bustos consiguió salvar la vida de una manera milagrosa: inmediatamente después del golpe de Estado de Pinochet, fue detenido y obligado a agruparse con otros sospechosos por un destacamento militar cuyo teniente, antiguo alumno de Bustos en la Universidad, al reconocerle, se dirigió a él en voz baja, diciéndole: «Pero ¿usted aquí?, don Juan», cesando en ese momento en las identificaciones y dejándole en libertad, lo que permitió que Bustos pudiera refugiarse en la embajada de Honduras en Santiago, trasladándose, después de unos meses de estancia en esa República centroamericana, a Argentina, donde en 1975, dentro del marco de la Operación Cóndor, fue detenido y encarcelado por orden de la Junta Militar de Videla.

La detención de Bustos en Argentina desató una ola de solidaridad entre sus colegas latinoamericanos y europeos, consiguiéndose finalmente su liberación, después de numerosas gestiones, entre las que destaca la del catedrático de Derecho penal de Bonn Armin Kaufmann, que se traslada a Argentina para negociar con las autoridades militares de aquel país. La misma solidaridad de profesores de Derecho penal latinoamericanos, españoles, alemanes e italianos se pone de manifiesto con el criminólogo argentino Roberto Bergalli, igualmente detenido por la dictadura argentina, alcanzándose el punto álgido de los esfuerzos para conseguir su liberación con las gestiones que lleva a cabo personalmente en Buenos Aires la catedrática de criminología de Colonia Hilde Kaufmann y la intercesión del profesor de Derecho penal y en aquel momento presidente de la Democracia Cristiana italiana, Aldo Moro.

La supervivencia económica de Bustos y de Bergalli, así como la de los penalistas argentinos Enrique Bacigalupo y Gladys Romero -que en el momento del golpe militar de Videla se encontraban en Alemania- la garantiza, con una admirable generosidad, la Fundación Alexander von Humboldt, que concede a los cuatro profesores una beca en la Universidad de Bonn en principio de carácter indefinido.

Un grupo de profesores españoles de Derecho penal consideramos que estos cuatro penalistas latinoamericanos debían integrarse culturalmente en la Universidad española, lo que conseguimos a partir de 1978, resolviendo los numerosos problemas administrativos y universitarios que se iban presentando gracias a la disposición favorable incondicional que encontramos en dos catedráticos españoles de Derecho penal que en aquel momento ocupaban altos cargos en la Administración de UCD: Carlos García Valdés, Director General de Instituciones Penitenciarias y, muy especialmente, Manuel Cobo del Rosal, secretario de Estado de Universidades. De esta manera tratábamos de corresponder a la hospitalidad que las universidades latinoamericanas habían dispensado a los penalistas republicanos españoles que habían tenido que marchar al exilio perseguidos por la dictadura franquista: las universidades argentinas, a Luis Jiménez de Asúa y a Blasco Fernández de Moreda, y las mexicanas a Mariano Ruiz-Funes (ministro de Justicia y de Agricultura durante la II República) y a Mariano Jiménez Huerta (estos tres últimos discípulos del primero).

Una vez en España, Juan Bustos ganó por concurso la cátedra de Derecho penal de la Universidad de La Laguna y, posteriormente, la de la Autónoma de Barcelona, Bacigalupo la de Lérida, accediendo además, como magistrado de la Sala 2.ª, al Tribunal Supremo, y Bergalli una titularidad de Derecho penal en la Universidad de Barcelona. Al iniciarse la transición chilena, Bustos renuncia a su cátedra española, regresa a su país en 1989 y se incorpora a la que ostentaba antes del golpe de Estado en la Universidad de Chile.

Juan Bustos se había doctorado en Derecho en Madrid, en 1961, bajo la dirección de Juan del Rosal, y en 1965 en la Universidad de Bonn con una tesis sobre el delito imprudente dirigida por el penalista más importante de la época, Hans Welzel. La amplia obra de Bustos se caracteriza por su rigor científico, por su originalidad y por su concepción progresista del Derecho penal. De entre sus publicaciones aparecidas en España destaca su manual de Parte General (cuyas últimas ediciones las escribe en colaboración con Hernán Hormazábal) en el que se exponen ideas y argumentos tan novedosos que sólo allí pueden encontrarse. En España, además de con su obra, también contribuyó al avance de la ciencia penal fundando una destacada escuela académica a la que pertenecen el ya mencionado Hormazábal (Universidad de Girona) y Elena Larrauri y José Cid (Universidad Autónoma de Barcelona), que hoy lloran su muerte como lo hacemos tantos amigos y colegas de todo el mundo.

Al regresar a Chile Bustos empieza también a ejercer la profesión de abogado, defendiendo la acusación en muchos procedimientos contra los torturadores y asesinos pinochetistas, destacando la representación que asumió de la familia de Orlando Letelier, ex ministro de Allende asesinado en Washington con un coche bomba, consiguiendo Bustos en 1993 la condena de los autores, entre ellos, del general Manuel Contreras, antiguo jefe de la DINA, así como su intervención en Londres, como abogado querellante del Partido Socialista y de familiares de desaparecidos, en el expediente de extradición instruido contra Pinochet.

Pero estos méritos de Juan Bustos palidecen si los comparamos con su calidez humana, con su modestia, con su adoración por su esposa y por sus hijos y con que, por encima de todo, fue una persona decente.

Guardo entre mis fotografías una tomada en abril de 1973 en la que, con motivo de un congreso internacional celebrado en Chile, aparecemos varios penalistas europeos y americanos -entre ellos, el gran Claus Roxin- visitando, cubiertos con los cascos reglamentarios, El Teniente, la mina subterránea de cobre más grande del mundo, nacionalizada por el Gobierno de la Unidad Popular, atentos a las informaciones que nos va facilitando Juan Bustos; sólo unos meses más tarde, el 11 de septiembre, caería la noche más oscura sobre Chile y sobre todos aquellos que, como Juan Bustos, habían tratado de construir un socialismo en libertad. Que la tierra te sea leve, querido, inolvidable Juan.

Juan Bustos, catedrático de Derecho penal y político chileno, nació el 8 de diciembre de 1935 en Santiago y falleció en la misma ciudad el 7 de agosto de 2008.

MANUEL VILLAR ARREGUI  (2) 

Vinculado a la democracia cristiana de Ruiz Jiménez, Manuel Villar Arregui, fallecido ayer en Madrid, a los 73 años, inicia su actividad política en los años 60 del pasado siglo en la oposición antifranquista, desplegando su actividad como uno de los principales protagonistas en la lucha contra el Régimen dentro del Colegio de Abogados de Madrid, defendiendo a opositores políticos ante el Tribunal de Orden Público, y colaborando, con su sabiduría jurídica, en la revista Cuadernos para el Diálogo.

Al iniciarse la Transición, Villar Arregui es elegido presidente de Izquierda Democrática, obteniendo una primera acta de senador por Madrid en ese mismo año, y la segunda en 1979 como candidato ya de UCD. Fue presidente de la Comisión de Justicia e Interior de la Cámara Alta, y contribuyó como parlamentario, con sus conocimientos técnicos, y de manera muy importante, a la elaboración de nuestra Constitución de 1978, siendo nombrado en 1980 secretario general del Ministerio para la Coordinación Legislativa.

La complejidad de nuestro ordenamiento jurídico ha hecho necesaria en los últimos tiempos la constitución de macrodespachos de abogados, integrados por numerosos departamentos especializados. El bufete de Villar Arregui ha sido siempre unipersonal: porque con su dominio de todas las ramas del Derecho como no he conocido que poseyera ningún otro jurista, con su privilegiada inteligencia y su admirable manejo del razonamiento jurídico, y con su facilidad de palabra, se bastó y se sobró para erigir, artesanalmente, uno de los despachos más prestigiosos de Madrid.

Como tantos otros políticos de UCD, Villar llegó a la vida pública sacrificando -también económicamente- el éxito que habían conseguido en sus respectivas profesiones y dieron a la política mucho más de lo que de ella recibieron. «Un idealista digno de crédito»; así definía hace unas semanas Helmut Schmidt a su rival político, dentro de su propio partido socialdemócrata, Willy Brandt. Esa definición es predicable también de muchos de aquellos políticos centristas -entre ellos, de Villar Arregui-, al contrario de lo que ahora tan a menudo sucede donde nuestros hombres públicos, o no son idealistas, o, si lo aparentan, no son dignos de crédito.

Permítaseme, al final de este obituario, dos referencias personales. A Merche, su mujer, unas palabras de consuelo: no pienses tanto en el dolor de su muerte como en el privilegio de haber compartido tu vida, durante casi 50 años, con un hombre de su generosidad y de su grandeza. Un consuelo que también quiero hacer extensivo a mí mismo: porque la mitad de mi vida ha estado acompañada por las excepcionales calidades humanas de un amigo que, en los buenos y en los malos momentos, siempre estuvo ahí.

Manuel Villar Arregui, abogado y político, nació en Madrid el 22 de diciembre de 1927 y falleció en esta misma ciudad el 2 de diciembre de 2001. Deja mujer y seis hijos.
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Eutanasia y aborto 



EL PROBLEMA JURÍDICO DE LA MUERTE Y DEL DOLOR  (1) 

En Derecho penal se distinguen tres modalidades de eutanasia. En primer lugar, la eutanasia indirecta, cuando se administran calmantes con la intención principal de aliviar los dolores del enfermo terminal, aunque conociendo que ello puede traer como consecuencia probable la anticipación de la muerte. Después, la eutanasia pasiva, cuando el médico resuelve no prolongar la situación del paciente y suspende la asistencia, bien omitiendo tratar la pulmonía que se le presenta al enfermo de cáncer desahuciado, bien retirando el respirador del politraumatizado al que le queda poco tiempo de vida; el reverso de la eutanasia pasiva lo constituye el llamado «encarnizamiento médico», es decir: el agotamiento de los numerosos recursos terapéuticos que ofrece la moderna medicina para prolongar la dolorosa existencia de quien no puede salvarse ya de las garras de la muerte (casos Francisco Franco, mariscal Tito o emperador Hirohito). Y finalmente, la eutanasia activa o directa, cuando existe el propósito, no de aliviar los dolores de otra persona, aceptando, secundariamente, el probable acortamiento de la vida, como en la eutanasia indirecta, sino de causar la muerte del enfermo incurable o del tetrapléjico que no puede valerse por sí mismo, administrándole para ello una sobredosis de morfina o disparándole un tiro en la sien.

En 1995, y por primera vez en la historia de la legislación penal española, el Código Penal ha abordado la regulación de la eutanasia en su art. 143.4, que dispone lo siguiente: «El que causare o cooperare activamente con actos necesarios y directos a la muerte de otro, por la petición expresa, seria e inequívoca de éste, en el caso de que la víctima sufriera una enfermedad grave que conduciría necesariamente a su muerte, o que produjera graves padecimientos permanentes y difíciles de soportar, será castigado con la pena inferior en uno o dos grados a las señaladas en los números 2 y 3 de este artículo».

Ciertamente que el legislador penal español no ha adoptado con esa disposición la regulación de Holanda y de Bélgica, que permiten la eutanasia directa, sino que se ha limitado a considerarla un homicidio atenuado; pero del art. 143.4 CP se deriva, implícitamente y argumentando a contrario (en los supuestos eutanásicos dicho precepto sólo castiga la causación «activa» y «directa» de la muerte), que en nuestro Derecho han quedado despenalizadas, desde la entrada en vigor del Código Penal de 1995, tanto la eutanasia indirecta como la pasiva.

Teniendo en cuenta lo expuesto hasta ahora, es posible abordar ya qué calificación jurídica es aplicable en España a aquellos supuestos en los que, para aliviar el dolor de enfermos terminales, los médicos administran remedios paliativos en el caso de que, con ello, se produzca una anticipación del momento de la muerte, es decir: qué calificación jurídica es aplicable en España a la eutanasia indirecta, para lo cual hay que distinguir: los casos en los que ésta se practica con la anuencia del paciente, aquellos otros en los que se hace en contra de su voluntad, y, finalmente, los supuestos en los que no es posible recabar su consentimiento (pacientes con bajo nivel de conciencia) o en los que éste es jurídicamente ineficaz por tratarse de menores de edad o porque padecen alguna clase de demencia.

Si el paciente terminal pide que, para aliviar sus sufrimientos, se le apliquen sedantes, sabiendo que ello puede acortar su vida, y el médico se niega a administrarlos, entonces éste sería responsable criminalmente de unas lesiones por omisión. El facultativo que se ha hecho cargo del tratamiento de un paciente no sólo responde de un delito de acción si, por negligencia, mata positivamente al enfermo (por ejemplo, al transfundirle sangre de un grupo incompatible: homicidio imprudente) o le menoscaba su integridad física (por ejemplo, por un error extirpa, no el riñón enfermo, sino el sano: lesiones imprudentes), sino que, por ser garante de la vida y de la salud de quien se ha confiado en sus manos, también responde de un delito de omisión (impropia) en el caso de que se abstenga de aplicar las medidas terapéuticas adecuadas que habrían evitado la muerte (el médico no detecta la peritonitis del enfermo, creyendo que sólo padece aerofagia, falleciendo éste como consecuencia de una perforación intestinal: homicidio imprudente por omisión) o las lesiones padecidas (el facultativo no dispone que se mantenga en observación a un niño que ha sufrido una contusión craneal con conmoción cerebral, sufriendo el accidentado posteriormente, por el retraso de la intervención quirúrgica, graves secuelas físicas y psíquicas: lesiones imprudentes por omisión). El dolor constituye un menoscabo de la salud -que es el bien jurídico protegido por los delitos contra la integridad física-, por lo que si el médico-garante no le aplica cuidados paliativos y permite, en contra de la voluntad del enfermo de cáncer, que éste continúe con sus padecimientos, será responsable de unas lesiones por omisión, que en este caso no serían imprudentes, sino intencionales. En estos supuestos el facultativo no puede acogerse, para evitar su responsabilidad criminal, al argumento de que, si no ha accedido a la voluntad del paciente, omitiendo los cuidados que podrían haber evitado sus sufrimientos, ello ha sido porque no quería provocar la probable anticipación de la muerte. Y no puede acogerse: en primer lugar, porque la eutanasia indirecta, tal como se deduce del art. 143.4 CP, y de la Ley 16/2003 de Cohesión y Calidad del Sistema Nacional de Salud, que dispone que tanto la atención primaria (art. 12.2.g) como la especializada (art. 13.2.f) comprenderán «la atención paliativa a los enfermos terminales», es ahora una conducta conforme a Derecho, por lo que es obvio que un comportamiento penalmente ilícito (lesiones por omisión) no puede estar justificado por la negativa del autor a ejecutar otro comportamiento que el ordenamiento jurídico aprueba: la aplicación de medidas paliativas, aunque ello suponga un probable acortamiento de la vida.

En cambio, si el enfermo terminal quiere afrontar los padecimientos que está sufriendo, porque tiene tendencias masoquistas, o porque, siendo católico, y como Cristo, quiere recorrer su particular via crucis en la Tierra, con la esperanza de evitar su paso por el Purgatorio y entrar así directamente en el Paraíso, esta decisión debe ser acatada por el médico. Por una parte, porque, de acuerdo con el art. 2 de la Ley 41/2002 básica reguladora de la autonomía del paciente y de derechos y obligaciones en materia de información y documentación clínica, «toda actuación en el ámbito de la sanidad requiere, con carácter general, el previo consentimiento de los pacientes o usuarios», reconociéndose su «derecho a decidir libremente, después de recibir la información adecuada, entre las opciones clínicas disponibles»; y, por otra, porque así se garantiza el respeto a los derechos constitucionales del paciente al «libre desarrollo de su personalidad» (art. 10.1 CE) y a su «libertad ideológica y religiosa» (art. 16.1 CE). Pero si el médico, a pesar de la oposición del paciente, decide aplicar cuidados paliativos, no por ello incurrirá en responsabilidad penal por homicidio, porque la falta de consentimiento del paciente no puede convertir lo que es una eutanasia indirecta -impune- en una directa -la única que está tipificada como delito en el Código Penal-, sino que esa responsabilidad será una de carácter administrativo-sancionador, civil, profesional o estatutaria, tal como establece la Disposición Adicional Sexta de la mencionada Ley 41/2002, en relación con el Capítulo VI del Título I de la Ley General de Sanidad.

Por último, y por lo que se refiere al supuesto del enfermo terminal que está padeciendo graves sufrimientos físicos, y que no puede prestar su consentimiento a un tratamiento paliativo por su bajo nivel de conciencia, o uno eficaz, por ser un menor de edad o por no estar en plenitud de sus facultades mentales, la tesis formulada recientemente desde diversos sectores de que entonces queda en manos de los parientes del paciente si procede o no su sedación, es una tesis incorrecta. Y ello por dos razones:

La primera porque, a falta de una manifestación previa, expresa o tácita, del enfermo, la voluntad presunta de éste no puede ser interpretada en el sentido de que pertenece a ese reducido grupo con tendencias masoquistas, o de mártires en vida, que confiere un valor superior a -y que prefiere- una vida más prolongada acompañada de dolores difícilmente soportables que otra más corta sin esos padecimientos, sino que lo que hay que presuponer es precisamente lo contrario: que se inclina por una eutanasia indirecta, ya que ésta, administrada por un médico, es un comportamiento penalmente conforme a Derecho, cuya práctica, además, debe estar garantizada por el sistema sanitario, que tiene la obligación de poner a disposición de los enfermos terminales «unidades de atención paliativa» (arts. 12.2.g y 132.f Ley 16/2003), y porque tanto el Parlamento Europeo, en junio de 1999, como incluso la doctrina oficial de la Iglesia Católica, se han pronunciado a favor de admitir la administración de opioides como la morfina y de ansiolíticos, aunque ello suponga un probable acortamiento de una vida que ya sólo tiene la perspectiva de discurrir hasta su final rodeada de un infierno de padecimientos físicos.

La segunda razón por la que la decisión de los familiares no puede ser determinante para oponerse a los cuidados paliativos de un paciente que no puede expresar su voluntad, o que sólo la puede manifestar ineficazmente desde un punto de vista jurídico, reside en que, en tales casos de consentimiento por representación, el art. 9.5 de la ya citada Ley 41/2002 dispone que «la prestación del consentimiento por representación será adecuada a las circunstancias y proporcionada a las necesidades que haya que atender, siempre a favor del paciente y con respeto a su dignidad personal», es decir: que ese consentimiento de los familiares sólo es vinculante para el médico si en su prestación se actúa en interés del enfermo y se atiende a la salvaguarda de su dignidad. De donde se sigue que, naturalmente, la negativa de los representantes a que el paciente sea sometido a cuidados paliativos, es decir: la manifestación de voluntad de que aquél prolongue su agonía durante días o semanas entre aullidos de dolor, ni puede considerarse que atienda a los intereses del paciente, ni mucho menos que respete su dignidad, especialmente si se tiene en cuenta que la eutanasia indirecta es penalmente lícita, juridicoadministrativamente conforme a Derecho, y que está admitida por instituciones tan divergentes como el Parlamento Europeo y la Iglesia católica. Por lo demás, tampoco se alcanza a comprender cómo el Derecho podría permitir que la mujer despechada por el marido adúltero y maltratador, o los padres que odian al hijo que sólo les ha acarreado disgustos, pudieran vengarse de esos parientes a los que aborrecen, prohibiendo al médico vinculantemente la aplicación de cuidados paliativos y consiguiendo, así, que esos enfermos terminales prolongasen su agonía retorciéndose de dolor.

Los principios jurídicos establecidos en el presente artículo son los que deben ser aplicados a los recientes sucesos que se han producido en el Hospital Severo Ochoa de Leganés, sobre los que, naturalmente, no puedo pronunciarme, ya que desconozco el contenido de las historias clínicas  (2) . Pero no quiero concluirla sin llamar la atención sobre dos extremos a los que hasta ahora no se les ha prestado la suficiente atención: Que el médico que, en contra de la voluntad de un paciente terminal, se niega a paliar sus sufrimientos físicos, incurre en un delito de lesiones dolosas por omisión. Y que la escasez de unidades de atención paliativa a los enfermos terminales, tal como ha sido denunciada desde distintas instancias médicas -«Hay que pedir a los políticos que pongan a disposición de los médicos más medios. Ya sabemos que no hay que sedar en Urgencias, pero si el sistema está saturado, ¿qué hacemos? Hacemos lo que podemos», acaba de manifestar el Doctor Guillermo Sierra, presidente saliente de la Organización Médica Colegial- constituye una gravísima infracción de la Ley 16/2003 por parte de la Administración que no puede seguir siendo tolerada.

LA SECULARIZACIÓN DEL DERECHO Y EL ABORTO  (3) 

Según la religión católica, la única relación sexual permitida -cuya finalidad prioritaria es la de procrear hijos- es la genital-genital dentro de un matrimonio entre un hombre y una mujer.

De este principio, aplicado consecuentemente, derivan, entre otras, las siguientes prohibiciones: la prohibición del divorcio, ya que en tal caso, y como la Iglesia mantiene que el matrimonio es indisoluble, el que se contrae entre divorciados supone que la actividad sexual que se desarrolla dentro de él es una extramatrimonial; la prohibición de la homosexualidad, puesto que la satisfacción de la libido entre parejas del mismo sexo, además de igualmente extramatrimonial, no puede tener como consecuencia la generación de la prole; la prohibición del uso de instrumentos contraconceptivos, porque con ellos el placer sexual queda disociado de la posibilidad de tener hijos; la prohibición del adulterio, puesto que se trata de un comercio carnal al margen del matrimonio único e indisoluble; la prohibición de la difusión de la pornografía, ya que con ello se promueve la obtención de un placer sexual no encaminado a la procreación; y, finalmente, la prohibición del aborto: si ya está vedada la evitación de la concepción sin más, con mayor motivo tiene que estarlo interrumpir el desarrollo del óvulo ya fecundado, llegando la doctrina católica tan lejos que, en el supuesto de que en el momento del nacimiento se presente el dilema de que el niño sólo puede venir al mundo a costa de la vida de la madre, la ortodoxia religiosa exige que se sacrifique a ésta, es decir: exige una conducta por parte del médico que, si se realiza sin el consentimiento de la embarazada, debe ser considerada, en términos estrictamente juridicopenales, un asesinato de la mujer.

Debido a la influencia de la religión cristiana en general -no sólo de la católica-, los Códigos del siglo XIX de la práctica totalidad de los países en los que se profesaba esa religión incorporaron a sus preceptos tales prohibiciones -configurando como delitos, por ejemplo, el adulterio o la homosexualidad libremente consentida entre adultos-, manteniéndolas hasta más allá de la mitad del siglo pasado, si bien en la España nacionalcatolicista esa incorporación adquirió caracteres aún más radicales: a diferencia de lo que sucedía en las naciones de tradición cristiana no-católica, o en los que había una estricta separación entre la Iglesia y el Estado, en la legislación civil española no existía el divorcio, y en la criminal, el Código Penal franquista consideraba delito en su art. 416 -incluyendo este tipo penal dentro del Capítulo III del Título VIII: «Del aborto»- «la divulgación en cualquiera forma que se realizare de los [medicamentos, sustancias, objetos, instrumentos, aparatos, medios o procedimientos] destinados a evitar la procreación, así como su exposición pública y ofrecimiento en venta», e, igualmente, «cualquier género de propaganda anticonceptiva», y, por lo que se refiere a la «ofens[a] [a]l pudor y a las buenas costumbres» (antiguo art. 431), recuerdo alguna antigua sentencia del Tribunal Supremo en la que fue condenada por un delito de escándalo público una persona que fue sorprendida en la frontera franco-española portando dos ejemplares de la revista «Playboy».

En los años 70 se inicia en la Europa democrática un proceso descriminalizador -proceso del que quedan al margen, en parte, por la influencia del puritanismo en esa nación, los Estados Unidos de América- sobre la base del principio de que los Códigos Penales tienen que distinguir estrictamente entre los dogmas religiosos y la protección de la sociedad, y de que la única razón de que un determinado comportamiento sea pecado para una confesión concreta no es legitimación suficiente para que aquél sea elevado a la categoría de delito.

Este proceso de desvincular al Derecho de los dogmas religiosos se inicia en España con un cierto retraso respecto de los demás países, ya que la democracia no llega a España plenamente hasta la entrada en vigor de la Constitución de 1978. Pero a partir de entonces, además de aprobarse la ley del divorcio, desaparecen del Código Penal delitos tales como el adulterio, la propaganda y difusión de anticonceptivos, el escándalo público o la homosexualidad (para la que la Ley de Peligrosidad y Rehabilitación Social preveía una medida de seguridad privativa de libertad).

Por lo que se refiere al aborto, la conducta ha sido despenalizada, en el sentido de la «solución del plazo», en prácticamente todos los países europeos, cuyos legisladores, con ello, han colocado en su sitio a la religión, especialmente, a la católica: sus dogmas pueden aspirar a tener vigencia sólo para sus feligreses, pero ya han quedado atrás los tiempos en los que la Iglesia pretendió -y consiguió- que la vulneración de sus particulares mandatos morales fuera respaldada por el Estado imponiendo una pena criminal a quienes los quebrantasen. Los únicos países europeos en los que el aborto sigue siendo delito de manera prácticamente absoluta -como en Irlanda- o relativa -sólo se ha despenalizado parcialmente cuando concurren determinadas «indicaciones», como sucede en Polonia y en España- tienen en común que en todos ellos la Iglesia católica ejerce una influencia tan acusada que, en mayor o menos medida, hay que seguir considerándola un «poder fáctico» (el «católico» Portugal sólo ha podido liberarse de la influencia eclesial en 2007, cuando, mediante un referéndum ganado por los partidarios de la despenalización, se da vía libre a una ley de plazos). Por lo que se refiere a Latinoamérica, donde ese «poder fáctico» de la Iglesia sigue siendo determinante, sólo desde 2007, y únicamente en un territorio de los Estados Unidos Mexicanos, en México D. F., rige una «ley de plazos», mientras que en el resto de los países americanos de habla española o portuguesa, el aborto, en todo caso, o con la excepción de algunos supuestos extraordinariamente restrictivos, sigue constituyendo delito. Ciertamente que en EEUU el aborto está despenalizado siempre que se practique en los primeros meses del embarazo, pero esa despenalización no puede considerarse arraigada definitivamente, ya que existen numerosos grupos cristianos integristas que desarrollan una campaña permanente con la finalidad de que, en función de la composición de la Corte Suprema, ésta acabe declarando inconstitucional esa legislación permisiva de la interrupción del embarazo.

Ante el temor a una reacción todavía más virulenta por parte de los grupos católicos -estos grupos, no obstante, también se rasgaron las vestiduras en su día ante esa tímida descriminalización de la interrupción del embarazo-, el gobierno del PSOE, apartándose de la regulación mayoritaria en toda Europa, y rechazando, por consiguiente, la «solución del plazo», introdujo en 1985 una despenalización parcial del aborto, el cual sólo deja de constituir un delito cuando concurre alguna de las siguientes tres «indicaciones»: sin límite alguno de tiempo, y hasta el momento mismo del parto, «cuando sea necesario para evitar un grave peligro para la vida o la salud física o psíquica de la embarazada»; hasta «las doce primeras semanas de gestación» cuando «el embarazo sea consecuencia de un hecho constitutivo de violación»; y, finalmente, cuando «se presuma que el feto habrá de nacer con graves taras físicas o psíquicas [...] siempre que se practique dentro de las veintidós primeras semanas de gestación».

Esta vigente regulación del aborto, aunque en teoría es muy restrictiva, se ha aplicado de tal manera que, hasta hace poco, se podía decir que de hecho lo que regía en España era una ley de plazos. Ello se debía a las dos siguientes circunstancias: en primer lugar, a que el 98 por ciento de las interrupciones del embarazo fueron practicadas por la sanidad privada en clínicas concertadas; y, en segundo lugar, a que el 97 por ciento de esas interrupciones se acogieron, sobre la base de dos dictámenes emitidos por psiquiatras vinculados a esas clínicas privadas, al «concepto jurídico indeterminado» de «grave peligro para [...] la salud [...] psíquica de la embarazada».

Pero esta situación de hecho de una ley de plazos semejante a la que rige en el resto de Europa -en España el 95 por ciento de los abortos se ha llevado a cabo antes de las 16 semanas de embarazo, y de ellos el 63 por ciento antes de las ocho primeras- se ha visto alterada recientemente por dos acontecimientos: por una parte, por la actividad desplegada por grupos integristas pro-vida que han presentado toda una serie de denuncias por abortos ilegales contra clínicas privadas, exigiendo que se compruebe si los dictámenes en los que se acreditaba el grave peligro para la salud psíquica de la madre tenían o no una base real; y, por otra parte, por la incoación en Cataluña de un procedimiento penal contra el personal sanitario de diversas clínicas en las que supuestamente se habrían realizado abortos de fetos viables, es decir: de fetos de 23 semanas o más que podrían haber sobrevivido fuera del claustro materno en un nacimiento natural o inducido, una conducta que, de haberse producido, y salvo casos excepcionales -como de riesgo para la vida de la gestante- constituye delito, y con razón, incluso en los países con una legislación más permisiva respecto del aborto.

A la vista de estos dos recientes acontecimientos, la reforma del Código penal en el sentido de la «solución del plazo» viene exigida tanto por la seguridad jurídica como por la necesidad de que el Derecho penal español se emancipe, de manera definitiva, de la perniciosa influencia que durante tantos siglos ha ejercido la religión católica, consiguiendo que los legisladores declararan delito lo que no era más que una conducta que dicha religión consideraba pecado mortal.

La licitud del aborto practicado durante las primeras semanas del embarazo -sin necesidad de que la mujer tenga que dar ninguna clase de explicaciones sobre las razones que la impulsan a una decisión tan personal- es la única manera de que no se atropellen masivamente sus derechos constitucionales a la intimidad, al libre desarrollo de la personalidad, a su dignidad y a la libertad ideológica. Esta despenalización conforme a la «solución del plazo» debe ser completada con la ulterior despenalización del aborto que se lleve a cabo -si es que la embarazada lo desea- cuando se detecte médicamente -independientemente de en qué semana de gestación se encuentre- que el feto presenta graves taras físicas o psíquicas y cuando la gestación -también sin plazo alguno y cuando la embarazada esté de acuerdo- suponga un grave peligro para su vida.

Esta deseable nueva regulación del aborto se encuentra en la sociedad española con la oposición tan aislada como frontal, virulenta y moviliza-dora de la Iglesia católica. Según ella, y como he señalado al principio de este artículo, el placer sexual sólo está justificado cuando deja abierta la posibilidad de procreación y cualquier barrera que se levante contra esa posibilidad sería un atentado contra la vida. Ello no sólo rige para el aborto del óvulo fecundado, del que se afirma que es una persona, porque tiene ya su propio código genético, sino, consecuentemente, también para el empleo de cualquier método anticonceptivo, ya que la mitad de ese código genético lo porta el espermatozoide al que se le impide acceder al óvulo que porta la otra mitad. En este sentido se pueden encontrar afirmaciones en la jerarquía católica como la del papa Juan Pablo II, quien en 1990 se dirigió a los farmacéuticos italianos, exigiéndoles que no vendieran instrumentos anticonceptivos, ya que se trataba de instrumentos «contra la vida», o las del cardenal Ottaviani, que calificó a todo método anticonceptivo de un «asesinato anticipado», doctrina de la Iglesia que es la que explica que, como ya he expuesto, el Código Penal nacionalcatólico del franquismo incluyera el delito de propaganda y difusión de métodos anticonceptivos dentro del Capítulo «Del aborto».

Para reforzar su posición a favor de la prohibición penal del aborto -y, que, en realidad, tiene su origen en su hostilidad contra la sexualidad, ya que, si sólo se pudiera ejercer para tener hijos, apenas se podría disfrutar de ella-, la Iglesia, al equiparar al óvulo fecundado con una persona, enseña que todo lo que impide su desarrollo es un asesinato, con lo que está llamando asesinas, entre otras, a las mujeres que utilizan como método anticonceptivo el dispositivo intrauterino, ya que con ese instrumento lo que se impide es la anidación de un óvulo ya fecundado.

El óvulo fecundado -que en sus primeras etapas no tiene forma humana ni actividad cerebral- al principio es de un tamaño microscópico, mide seis milímetros al final de la cuarta semana del embarazo, y pesa siete gramos y tiene un tamaño de 9 centímetros al terminar la duodécima. La Iglesia es muy libre de definir qué conductas deben ser consideradas pecado, pero el argumento de que un óvulo fecundado es una persona sólo puede tener fuerza de convicción para los creyentes. Porque, si lo que aplicamos es la lógica más elemental, equiparar ese óvulo fecundado a una persona es simplemente un insulto a las reglas del método de razonamiento basado en la analogía («Si un óvulo fecundado es una persona, entonces un huevo es una gallina, con lo que deja de tener contenido la vieja pregunta de qué es lo que fue primero», escribía hace unos años un lector alemán en una «carta al director» de la revista Der Spiegel).

Ciertamente que todavía existen Estados teocráticos, como Arabia Saudí o Irán, donde los mandatos de los Libros Sagrados se incorporan a sus Códigos Penales y se lapida a las adúlteras, se encierra a los homosexuales y se corta la mano a los ladrones. Pero España es un Estado de Derecho democrático, pluralista y laico, y nuestros legisladores deben obrar en consecuencia; también en relación con la regulación penal del aborto donde todavía encuentra refugio el último vestigio de la nefasta influencia de la Iglesia en la legislación penal.
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La protección penal de la mujer 



LOS NUEVOS GESTORES DE LA MORAL COLECTIVA  (1) 

Entre los años 60 y 80 del siglo pasado se inicia en Occidente, y especialmente en Europa, un movimiento descriminalizador, impulsado por partidos de izquierda, y por juristas y organizaciones de carácter progresista (entre ellas, las feministas), que consiguen que desaparezcan de los Códigos Penales, en gran medida, conductas delictivas que figuraban en ellos desde el siglo XIX. A ese movimiento hay que reconducir la despenalización -en algunos casos sólo parcial- del aborto, de la propaganda y venta de productos anticonceptivos, del adulterio, del estupro, del escándalo público -y, consiguientemente, de la elaboración y comercialización de pornografía de adultos entre personas adultas también-, de la homosexualidad y del incesto entre parejas mayores de edad, o del consumo de drogas.

Pero a partir de los años 90 del siglo XX la tendencia se invierte: los llamados «nuevos gestores de la moral colectiva» (véase sobre ellos el decisivo libro de SILVA, La expansión del Derecho penal. Aspectos de la política criminal en las sociedades postindustriales, 2.ª ed., 2001, págs. 66 y ss.), es decir: asociaciones como las feministas, pacifistas o antixenófobas, se convierten en grupos de presión que pretenden -y en muchos casos consiguen- la consagración legislativa de sus postulados, acudiendo precisamente a la criminalización o, en su caso, cuando el comportamiento está ya previamente tipificado, al endurecimiento de las sanciones, prescindiendo muchas veces de si ello es compatible o no con los principios básicos que deberían informar la legislación penal en un Estado de Derecho.

Ciertamente que todo ello ha adquirido ahora actualidad con motivo del Proyecto socialista de Ley integral contra la violencia de género, recientemente aprobado por el Consejo de Ministros, en el que se elevan de faltas a delitos las amenazas y coacciones leves ejercidas por los hombres contra las mujeres; pero ese Proyecto no es más que un ulterior eslabón -de momento, el último- de una cadena de modificaciones previas del Código Penal, propugnadas por los movimientos feministas, e introducidas en los últimos años -casi siempre con el consenso entre los Partidos Popular y Socialista-, que, en lo que sigue, paso a exponer y a criticar.

Entre las novedades introducidas por la Ley Orgánica 11/2003, de 29 de septiembre, figura el desplazamiento del delito de malos tratos habituales desde el Título III del Libro II («De las lesiones») del Código Penal, donde hasta entonces figuraba en su art. 153, al art. 173.2 del Título VII («De las torturas y otros delitos contra la integridad moral»). Sin embargo, no todos los casos de violencia doméstica lesionan el bien jurídico de la integridad moral, sino sólo algunas modalidades de aquélla, a saber: cuando mediante un (mal)trato se provoca «una humillación o sensación de envilecimiento que alcance un nivel determinado» (sentencia del TC 65/1986, de 22 de mayo).

Como dentro de los malos tratos en el ámbito familiar se puede establecer una graduación entre aquellos que consistan en meros ataques a la integridad física y a la salud de los sujetos pasivos, y aquello otros -más graves- que además supongan una especial humillación para la víctima -sólo entonces se lesionaría el ulterior bien jurídico de la integridad moral-, la inclusión indiscriminada de todos estos delitos en el Título VII del Libro II -tal como hace la Ley Orgánica 11/2003- equipara hechos desiguales e impide, con ello, un tratamiento justo y diferenciado: porque no son lo mismo los malos tratos que sólo afectan a la integridad física, y que tendrían que ser castigados como lo que realmente son, es decir: como un delito de lesiones, que aquellos otros en los que, además, se humilla y envilece a la víctima, los cuales, por afectar a dos bienes jurídicos distintos, deberían ser reprimidos, en concurso ideal, además de como dicho delito de lesiones, también por otro contra la integridad moral.

Teniendo en cuenta que la mayoría de los casos de violencia doméstica tienen como sujeto activo a un hombre y como sujeto pasivo a una mujer, aunque también pueden producirse -y de hecho se producen-, dentro del marco de relaciones de pareja heterosexuales, por autoras del sexo femenino sobre personas del masculino, y, en las homosexuales, por mujeres sobre mujeres y por hombres sobre hombres, el mensaje implícito del nuevo art. 173.2 -que se aplicará casi exclusivamente a las agresiones ejecutadas por autores del sexo masculino contra víctimas del femenino- es que, en contra de toda evidencia, y en contra de lo que enseña cualquier elemental aproximación a la realidad social, las agresiones de hombres sobre mujeres persiguen siempre vulnerar la integridad moral de éstas. Ese mensaje implícito se ha convertido en explícito en el Proyecto de Ley Orgánica integral de medidas contra la violencia de género, que al elevar a delito, en sus arts. 29 y 30, las faltas de amenazas y de coacciones cometidas por hombres contra mujeres -y sólo por hombres contra mujeres-, establece, con una presunción que no admite prueba en contrario, en su art. 1.º, que la «violencia ejercida sobre las mujeres» se utiliza siempre «como instrumento para mantener la discriminación, la desigualdad y las relaciones de poder de los hombres sobre las mujeres». Este postulado del feminismo radical, que, como en su día el nacionalcatolicismo, pretende imponer sus principios al resto de la población no-creyente, por la vía coactiva del Derecho penal, sólo puede defenderse desde un fundamentalismo que, precisamente porque lo es, se niega a ver una realidad que simplemente se coge con las manos: porque la mayoría de las amenazas y coacciones leves ejercidas por un hombre sobre una mujer dentro de una relación de pareja no tienen nada que ver con un «instrumento para mantener la discriminación, la desigualdad y las relaciones de poder de los hombres sobre las mujeres», sino que obedecen a motivos tan pedestres como sobre a qué colegio debe llevarse a los hijos o a cómo reaccionar frente a sus eventuales malas notas escolares, a cuestiones de economía doméstica -«querida: tenemos dificultades para pagar la hipoteca, y, como no reduzcas gastos, te vas a enterar de lo que vale un peine»-, a discusiones sobre materias políticas o religiosas, o a si hay que pasar las vacaciones en la playa o en la montaña.

Cuando se pretende explicar -y ésa es, en efecto, la única explicación plausible- por qué la conducta de dar un único empujón a la pareja se ha transformado de falta en un delito de lesiones, y que la pena prevista para ese comportamiento puede ser la de siete meses a un año de prisión (art. 133, introducido por Ley Orgánica 11/2003, de 29 de septiembre), y que una única coacción leve del hombre sobre su pareja femenina va a ser castigada con prisión de seis meses a un año (art. 30 del Proyecto contra la violencia de género), con el argumento de que esas acciones aisladas constituyen un indicio de que en el futuro el autor puede cometer ulteriores actos de violencia o de coacciones, los principios que con todo ello se están llevando a la práctica son los mismos que, en su día, inspiraron la Ley de Vagos y Maleantes y, su sucesora, la de Peligrosidad y Rehabilitación Social, que aplicaban medidas de seguridad predelictuales privativas de libertad sobre la base, no del hecho cometido, sino de los que el autor -por su «estado peligroso»- podía llegar a cometer. La única diferencia entre esas reformas, vigentes ya o proyectadas, del Código Penal y aquellas funestas leyes reside en que en éstas el «estado peligroso» -es decir: la consagración del autoritario «Derecho penal de autor» frente al «Derecho penal de hecho» democrático- desencadenaba una medida de seguridad predelictual y que el Código Penal presente y el futuro operan y operarán con una exasperación de la pena convirtiendo, además, lo que siempre ha sido una falta en un delito; pero la filosofía subyacente es la misma: al autor no se le castiga por lo que ha hecho, sino por lo que, sin haberlo hecho, tal vez pudiera hacer.

Las protestas feministas ante la doctrina establecida por el Tribunal Supremo (que no hacía sino aplicar el Código Penal entonces vigente, ateniéndose en su interpretación, como es preceptivo, al principio de legalidad) de que introducir con violencia o intimidación un dedo por la vagina no era constitutivo de un delito de violación, sino de una agresión sexual que podía ser penada con la considerable pena de prisión de siete a diez años (art. 178 en relación con el 180), han surtido su efecto en el legislador: de acuerdo con el nuevo art. 179, modificado por la Ley Orgánica 15/2003, a partir de ahora también se considerará violación la introducción en la vagina de miembros corporales -como los dedos- distintos del pene. Pero basta describir las características que concurren en un comportamiento y en otro para comprender en qué consiste su distinta gravedad y para rechazar, también, esta reforma: con la penetración con el pene la mujer corre el riesgo de quedarse embarazada y de contraer enfermedades tan graves como el sida, obligándosela, además, a mantener una relación sexual completa, mientras que en la introducción de un dedo no se da ninguna de esas circunstancias, por lo que esa equiparación penal de ambos comportamientos debería desaparecer de nuestra legislación.

La prostitución, como tal, no constituye delito alguno en el Código Penal, que sólo castiga a los terceros que cooperan con aquélla cuando es ejercida por menores de edad o incapaces, o por mayores de edad sometidos a violencia, intimidación o engaño. Pero el nuevo art. 188, introducido por la Ley Orgánica 11/2003, tipifica ahora también la conducta de quien se lucra de la prostitución ajena practicada libremente por personas adultas. Como la mayoría de las personas que ejercen ese oficio son mujeres, este retroceso a la legislación anterior a 1995 sólo puede entenderse como una plasmación de la idea de que la prostitución es una actividad degradante que convierte a la mujer en un mero objeto para la satisfacción sexual de los hombres, y que, por consiguiente, hay que castigar penalmente a quien coopera con ella. Pero frente a esta idea hay que decir que uno de los principios básicos del Derecho penal democrático es que, en el ámbito de la sexualidad, la intervención punitiva sólo está justificada cuando se trata de acciones cometidas contra menores (que no pueden manifestar un consentimiento válido) o cuando, si se trata de un mayor de edad, no actúa espontáneamente porque aquél se ha prestado bajo coacción, que el Estado no es quién para tutelar a una persona adulta que, libremente, puede hacer con su cuerpo lo que le venga en gana -también, y por supuesto, convertirse en una mujer-objeto que se dedica a la prostitución-, y disponer de sus ganancias también como le plazca, y que es una perversión del Derecho penal pretender imponer principios morales -sean de la religión católica o de la ideología feminista- no compartidos por esa persona adulta y responsable, criminalizando a su entorno: la forma de vida que han decidido llevar libremente un hombre y una mujer mayores de edad debe ser respetada por todos: también por los nuevos gestores de la moral colectiva. Por todo ello, esta ampliación de los delitos relativos a la prostitución debe ser derogada.

En la mayoría de los procesos de separación legal y de divorcio la guarda y custodia de los hijos es atribuida a la madre, recayendo sobre el padre y marido, o ex marido, la obligación de pagar una pensión alimenticia. El vigente Código Penal, en su art. 227, castiga como delito a «el que dejare de pagar durante dos meses consecutivos o cuatro meses no consecutivos cualquier tipo de prestación económica a favor de su cónyuge o de sus hijos», pero, en virtud de la Ley Orgánica 15/2003, a partir del 1 de octubre de 2004 el nuevo art. 618.2 también va a hacer responder penalmente a quien, sin realizar la conducta tipificada en ese art. 227, «incumpliere obligaciones familiares establecidas en convenio judicialmente aprobado o resolución judicial» en los supuestos de separación o divorcio. Esta innovación también debe ser rechazada: porque sentar en el banquillo de los acusados a un padre o marido, o ex marido, que, en lugar de pagar la pensión alimenticia, tal como ha sido acordado, dentro de los cinco primeros días del mes, la abona cuatro días más tarde, o que infringe el régimen de visitas en una ocasión, y no va recoger a sus hijos el fin de semana que le corresponde, supone criminalizar cualquier incumplimiento civil, por muy insignificante que sea, poner a disposición del cónyuge separado, o, en su caso, de su ex cónyuge, un instrumento de chantaje respaldado por el Estado, e introducir un factor de tensión en las a menudo, y ya de por sí, conflictivas relaciones postmatrimoniales, impidiendo que éstas discurran, dentro de lo posible, en el marco de un clima de diálogo y de mutuas concesiones en beneficio del superior interés de los hijos comunes.

Las agresiones dentro del marco de la vida de parejas o de ex parejas -además de con políticas de carácter educativo- pueden y deben ser combatidas, como acertadamente ha hecho el legislador español, con medidas preventivas como la de alejamiento y de no aproximación o comunicación con la víctima previstas en el nuevo art. 544 bis LECrim, introducido por Ley Orgánica 14/1999, de 9 de junio, o con la orden de protección de las víctimas de la violencia doméstica, regulada en la Ley 27/2003, de 31 de julio, y, naturalmente, con los tipos penales represivos que siempre han existido en el Código Penal del homicidio, el asesinato, las lesiones, o las amenazas y coacciones.

El movimiento feminista ha dado origen a la mayor revolución del siglo XX, y a él le corresponde el mérito gigantesco de haber cambiado las condiciones de vida de las mujeres para conseguir -aunque todavía queda mucho por hacer- su equiparación social y profesional con los hombres. Pero ni siquiera esa aportación que ha abierto una nueva época de la Humanidad le legitima para entrar en el ámbito del Derecho penal como un elefante en una cacharrería.
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